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Acción de Tutela 
Radicación Nro. :
 660013109003201800100-01
Accionante: 
 ÁNGELA LICETH PÉREZ RENDÓN
Accionado:
 ALCALDÍA DE PEREIRA, FIDUPREVISORA, FOMAG

Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas: 

        SEGURIDAD SOCIAL / PAGO CESANTÍAS DEFINITIVAS / NO SE PRUEBA PERJUICIO IRREMEDIABLE / EXISTENCIA DE OTRO MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL / CONFIRMA / IMPROCEDENTE. De la situación puesta en conocimiento por parte de la accionante se observa sin lugar a dudas que han existido demoras en la consolidación de la situación administrativa para el reconocimiento y en especial del pago de sus cesantías definitivas, amén de las circunstancias presentadas frente al beneficiario de dichas sumas, en tanto en principio lo era el banco AV VILLAS y posteriormente la hoy accionante, al haberse puesto a paz y salvo con la obligación financiera contraída.

No obstante, lo que surge claro es que por parte de la Secretaría de Educación y conforme la competencia que le otorgó el artículo 3° del Decreto 2831 de 2005, ya expidió el acto administrativo respectivo, sin que por parte de la FIDUCIARIA se hubiera acatado al mismo, por lo que en efecto, como así lo señaló la juez de primer nivel, la tutela no era la llamada a buscar la protección de los derechos presuntamente vulnerados, máxime cuando éstos son de índole netamente económico, en tanto la accionante bien podría haber acudido a los mecanismos judiciales que para ello tiene contemplado el ordenamiento legal. (…)
Tampoco se aprecia, como bien lo indicó la a quo, que nos encontremos ante la comisión de un perjuicio irremediable, ni mucho menos que con el no pago de las cesantías se afecte el mínimo vital de la accionante, frente a lo cual ningún medio de prueba, así fuera de manera sumaria, se arrimó a la actuación.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, catorce (14) de junio de dos mil dieciocho (2018)

                                                                 Acta de Aprobación No 494
                                                              Hora: 2:20 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el apoderado de la señora ÁNGELA LICETH PÉREZ RENDÓN, contra la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela presentada frente a la Alcaldía Municipal de Pereira, la FIDUPREVISORA S.A. y el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio -en adelante FOMAG-.
2.- DEMANDA 

La situación fáctica esgrimida por el apoderado de la señora PÉREZ RENDÓN, se puede sintetizar de la siguiente manera: (i) se desempeñó como docente en la Secretaría Municipal de Pereira desde julio 19 de 2010 hasta febrero 07 de 2014; (ii) durante dicho lapso realizó una maestría y para ello solicitó un crédito por libranza con el banco AV VILLAS, avalado con las cesantías de la docente; (iii) al renunciar al cargo, esta se le aceptó por resolución 098 de febrero 05 de 2014 y por ende empezó a efectuar los trámites para la liquidación y pago de cesantías definitivas, y tardó aproximadamente dos años en reunir los documentos exigidos para ello, petición que finalmente logró radicar en abril 01 de 2016, y para ese momento al deuda con el banco era de $8.960.377; (iv) por resolución 1812 de mayo 19 de 2016 se le reconoció la suma de $5`887.107.oo por concepto de cesantías definitivas y quedó a la espera de su cancelación, pero en septiembre de 2016 le informaron de la Alcaldía de Pereira que la documentación radicada tenía una inconsistencia y FIDUPREVISORA no devolvió la misma para subsanar el error, lo que corrigieron con oficio de septiembre 30 de 2016; (v) al quedar a la espera de tal situación, en noviembre de 2016 se le indica que nuevamente existe una inconsistencia con los documentos, toda vez que según la FIDUPREVISORA el saldo de la deuda es superior al monto de las cesantías y no autorizan dicho pago; (vi) nuevamente la Secretaría por oficio de diciembre 19 de 2016 le informa lo pertinente a la FIDUPREVISORA, pero entre esa fecha y marzo de  2017 la accionante cancela la totalidad de lo adeudado al banco AV VILLAS, por lo cual quedó a paz y salvo; (vii) en marzo de 2017 FIDUPREVISORA autoriza el pago de las cesantías y el cheque se expidió a favor de AV VILLAS, por lo cual el subdirector de la entidad bancaria se negó a recibirlo; (viii) por ello mediante escrito de julio 14 de 2017 pidió a la Secretaría de Educación se modificara la resolución por la cual se reconoció y ordenó el pago de las cesantías, por cuanto al estar saldada la obligación crediticia, dichos dineros le debían ser entregados a ella; (ix) al informársele por la Secretaría que debía consignar el cheque a la FIDUPREVISORA, así procedió y la entidad territorial expidió la resolución 5153 de agosto 28 de 2017 por medio del cual ordenó la cancelación  de cesantías a su favor, y en enero de 2018 la FIDUPREVISORA le exige algunos documentos, los cuales envía y posteriormente se le expresó que el pago se reprogramó para febrero de 2018, sin que en el banco BBVA hubieran recibido información alguna; (x) al contactarse nuevamente con la FIDUPREVISORA, se le informa que el dinero se envió nuevamente a favor del banco AV VILLAS, y lo que han hecho las entidades es mantenerla en desinformación sobre sus cesantías, y negarle el desembolso de su dinero, pese a las gestiones que ha emprendido, y (xi) con tal obrar se le ha ocasionado un perjuicio, en tanto pagó la deuda con el banco con sus intereses de mora, cuando tenía previsto sufragar dichas sumas con las cesantías, y pese a estar en trámites para la compra de vivienda no tiene el dinero para la cuota inicial y para ello cuenta con esos emolumentos, máxime que vive en arriendo con su señora madre y es quien vela económicamente por los gastos generados.

Pide se protejan sus derechos de petición, igualdad, debido proceso, mínimo vital y se ordene a la FIDUPREVISORA, al FOMAG y a la Alcaldía de Pereira que le realicen el pago de las cesantías definitivas.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la demanda de tutela el juez de primer nivel corrió traslado a la Secretaría de Educación de Pereira, a la FIDUPREVISORA S.A,  y al FOMAG, quienes al respecto así se pronunciaron:

- El coordinador de tutelas de la FIDUPREVISORA, señala que no tiene competencia para expedir actos administrativos de reconocimiento de prestaciones económicas de los docentes, pues su función se limita a aprobar los proyectos de acto administrativo que son remitidos por las secretarías de educación, quienes deben realizarlas una vez la FIDUPREVISORA verifica el cumplimiento de requisitos legales; en cuanto al caso en concreto expresa que la cesantía definitiva fue pagada y se incluyó en la nómina de diciembre de 2017, y por disposiciones bancarias y seguridad de los beneficiarios, los pagos tienen un tiempo de vigencia de 30 días en la entidad bancario, al cabo del cual si no lo cobran las sumas son reintegradas y el titular debe requerir por escrito su reprogramación de dichos reintegros, allegándose además algunos datos y como en el asunto pasaron los 30 días, se hicieron tres reprogramaciones como se aprecia en el aplicativo.  Pide se declare improcedente la acción.

- La Secretaría Jurídica de la Alcaldía de Pereira,  por intermedio de una de sus apoderadas, y luego de hacer alusión a los hechos narrados por la accionante, informa que  la entidad ha dado cabal cumplimiento a lo dispuesto en la norma que regula la materia, y una vez se envía la prestación para su pago, se pierde competencia y por seguridad se desconoce la fecha en que la entidad fiduciaria realizará el pago, y será el docente quien dentro de los 45 días siguientes a la notificación quien deberá averiguar en el banco; estima que frente a las devolución efectuadas por FIDUPREVISORA no ha habido negligencia o responsabilidad de la entidad territorial y por el contrario ha sido  diligente en el trámite de las cesantías definitivas, por lo cual el despacho puede verificar que dicha entidad no ha vulnerado derechos fundamentales.

3.2- Agotado el procedimiento a seguir en sentencia de mayo 10 de 2018 y dentro del término constitucional, el juzgado de instancia declaró improcedente  la tutela, al considerar que  la accionante cuenta con otro mecanismo de defensa judicial al cual puede acudir, como es el reglado en la Ley 393 de 1997, relativo al acatamiento de actos administrativos por medio de la jurisdicción Administrativa, el cual incluso es preferente y debe decidirse en 20 días; tampoco se acreditó la existencia de un perjuicio irremediable para hacer procedente la acción, ni  mucho menos acreditó la actora la afectación al mínimo vital para el no pago de las cesantías y que sea este sea la única fuente de subsistencia, ya que solo requiere la suma para adquirir una vivienda pero no para sus necesidades básicas, aunado a ello que las cesantías fueron reconocidas desde mayo 19 de 2016, es decir algo más de dos años desde que se le aceptó la renuncia como docente y ello hace inferir que la actora no ha requerido del dinero que exige para subsistir.

4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con lo decidido, el apoderado de la accionante expresa lo siguiente: (i) debe hacerse una interpretación más exhaustiva del perjuicio que sufrió su cliente al no contar con los dineros de su cesantía, como fruto de su trabajo, lo que la hace merecedora a reclamarlas; (ii) se indicó que la accionante convive con su madre, que viven en arriendo y es ella quien cubre todos los gastos y que posee deudas ante la necesidad por la dilación en el pago de las cesantías y por ello está en imposibilidad de sufragar todos los gastos que se les genera; (iii) el decir que no existe un perjuicio significa desconocer la situación en que se encuentra y en la que se vio obligada a estar al no haberle sido suministrado los dineros exigidos; (iv) han pasado más de dos años desde que se realizó la primer solicitud formal para el retiro de cesantías, sin contar que fueron casi dos años que su cliente demoró en recolectar la documentación exigida y a la fecha las respuestas dadas son dilatorias, en tanto solo la resolución 1812 de mayo 19 de 2016 le brinda una repuesta certera y por ello se le ha vulnerado el debido proceso; (v) lo único que falta es la entrega del dinero, pues no obstante que se remitió resolución 5153 de agosto 28 de 2018 -sic- donde se corrigen las anotaciones de la FIDUPREVISORA, no es posible que a la fecha de hoy no se le hayan sufragado, y (vi) pide se revoque la decisión adoptada y se tutelen los derechos fundamentales al debido proceso, igualdad, petición y mínimo vital y se ordene a las entidades accionadas que procedan a pagar las cesantías definitivas a su cliente.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por Juzgado Primero Penal del Circuito de esta ciudad, de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto negó el amparo de los derechos reclamados por la señora MARTHA LUCÍA SÁNCHEZ GIL. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La Constitución Política de Colombia en su artículo 86 consagró la tutela como una forma para que las personas puedan reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección inmediata de sus derechos fundamentales al resultar vulnerados o amenazados por cualquier autoridad pública, pero la condicionó a que solo procedería cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. En la sentencia T-629 de 2008 la Alta Corporación expresó: 

“[…] 4.2 Partiendo del principio de subsidiariedad que caracteriza a la acción de tutela, la procedencia de esta vía judicial excepcional está supeditada al agotamiento previo de las otras vías judiciales ordinarias con que cuente el interesado, y que sólo ante la inexistencia o inoperancia de esas vías judiciales, es posible acudir a la acción constitucional para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable.
 
“El sentido de la norma es el de subrayar el carácter supletorio del mecanismo, es decir, que la acción de tutela como mecanismo de protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales debe ser entendida como un instrumento integrado al ordenamiento jurídico, de manera que su efectiva aplicación sólo tiene lugar cuando dentro de los diversos medios que aquél ofrece para la realización de los derechos, no exista alguno que resulte idóneo para proteger instantánea y objetivamente el que aparece vulnerado o es objeto de amenaza por virtud de una conducta positiva o negativa de una autoridad pública o de particulares en los casos señalados por la ley, a través de una valoración que siempre se hace en concreto, tomando en consideración las circunstancias del caso y la situación de la persona, eventualmente afectada con la acción u omisión. No puede existir concurrencia de medios judiciales, pues siempre prevalece la acción ordinaria; de ahí que se afirme que la tutela no es un medio adicional o complementario, pues su carácter y esencia es ser único medio de protección que, al afectado en sus derechos fundamentales, brinda el ordenamiento jurídico”.[...]” (negrillas fuera de texto).

En este caso, la señora ÁNGELA LICETH PÉREZ RENDÓN concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección de los derechos fundamentales de petición, igualdad, debido proceso y mínimo vital que percibe como vulnerados por la Secretaría de Educación de Pereira y la FIDUPREVISORA como vocera y administradora del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, al no haber hecho efectivo el pago de las cesantías definitivas, a raíz de la desvinculación definitiva de la administración municipal donde ocupaba el cargo de docente.

Al respecto, la jurisprudencia constitucional ha admitido la procedencia excepcional de la acción de tutela para el cobro de acreencias laborales, cuando se demuestra que el incumplimiento de las mencionadas obligaciones vulnera o amenaza derechos fundamentales como el mínimo vital, la seguridad social o la vida en condiciones dignas. Véase lo que al respecto se dijo en la sentencia T-963/07: 

“excepcionalmente cuando la falta de pago de las acreencias laborales, vulnera o amenaza los derechos fundamentales a la vida digna, al mínimo vital, a la seguridad social y/o a la subsistencia, la tutela procede para la reclamación efectiva de aquellas acreencias que constituyan la única fuente de recursos económicos que permiten sufragar las necesidades básicas, personales y familiares de la persona afectada”.

De igual manera debe tenerse en cuenta que la Alta Corporación en la Sentencia T-761/10 estableció los lineamientos que deben ser tenidos en cuenta para determinar la procedencia de la acción constitucional frente al pago de acreencias y prestacionales laborales, donde se indicó: 

“Cuando lo que se alega como perjuicio irremediable es la afectación del mínimo vital, la Corte ha establecido, en esencia, dos presunciones de afectación al mínimo vital. De un lado, cuando se dé un incumplimiento prolongado o indefinido de las prestaciones, estimándose el término de más de dos meses como suficiente para tal efecto; y, de otro, un incumplimiento aún inferior a dos meses, si la prestación es menor a dos salarios mínimos. Si no se dan las condiciones reunidas en estas hipótesis, aunque no se presuma su afectación, todavía puede considerarse vulnerado el derecho al mínimo vital cuando el actor pruebe así sea sumariamente, que su subsistencia digna se ve conculcada por el incumplimiento. No obstante, en general quien alega una vulneración de este derecho como consecuencia de la falta de pago de alguna acreencia laboral o pensional, debe acompañar su afirmación de alguna prueba, al menos sumaria, pues la informalidad de la acción de tutela no exonera al actor de probar, los hechos en los que basa sus pretensiones”. 

Así mismo, frente a la inminencia de un perjuicio irremediable y a la afectación del mínimo vital por el no pago de tales acreencias, la Corte en Sentencia T-008/15, refirió:
“Específicamente, en lo que tiene que ver con la comprobación de la inminencia de un perjuicio irremediable que justifique la procedencia de la acción de tutela, con el fin de obtener el reconocimiento y pago de prestaciones sociales, la Corte ha “utilizado criterios como (i) la edad del actor(a) para ser considerado(a) sujeto de especial protección por ser una persona de la tercera edad, (ii) el estado de salud del (la) solicitante y su familia, y (iii) las condiciones económicas del peticionario(a)
. Adicionalmente, la Corte ha exigido que se haya desplegado cierta actividad procesal administrativa mínima por parte del interesado(a)
.”
 

Entonces, la acción de tutela puede interponerse excepcionalmente para solicitar la cancelación de acreencias laborales siempre que “se logre establecer en cada caso en concreto que los mecanismos ordinarios de defensa no son idóneos o eficaces para la protección de los derechos fundamentales de los actores, cuando lo que se pretende es evitar la consumación de un perjuicio irremediable, o porque el incumplimiento de las obligaciones a cargo del empleador está afectando el derecho al mínimo vital de los trabajadores tutelantes. Lo anterior, por cuanto las dificultades financieras, las prácticas discriminatorias en el pago, los cambios de legislación o la existencia de un aspecto formal que afecte el mínimo vital de un trabajador y su núcleo familiar, no puede constituirse en un obstáculo o requisito adicional para obtener por parte de los trabajadores su legítimo derecho a las cesantías”
.

De cara a las consideraciones expuestas considera la Sala importante destacar que el mínimo vital es un derecho fundamental protegible por medio de la acción de tutela, consistente en los recursos necesarios que requiere una persona para poder satisfacer sus necesidades básicas, es decir, vivir en condiciones dignas. Así, en sentencia T-772 de 2003 se definió como “un presupuesto básico para el efectivo goce y ejercicio de la totalidad de los derechos fundamentales. Se constituye en una pre-condición para el ejercicio de los derechos y libertades constitucionales de la persona y en una salvaguarda de las condiciones básicas de subsistencia”
. –negrillas de la Sala-
En el caso objeto de estudio, el apoderado de la accionante refiere que su cliente convive con su señora madre en una vivienda en arriendo, que ella asume todos los gastos de sostenimiento y adquirió deudas por la dilación en la cancelación de sus cesantías definitivas, lo que se convierte en un perjuicio en el que no hubiera incurrido de haberse realizado su pago, el cual todavía no se ha hecho efectivo. Así mismo del líbelo de la tutela se evidencia que la suma exigida está destinada a ser parte de la cuota inicial para la adquisición de una vivienda.

De la información arrimada al caso se evidencia que inicialmente mediante resolución 1812 de 2016
 la Secretaría de Educación de Pereira le reconoció a la señora ÁNGELA LICETH PÉREZ RENDÓN la suma de $5`887.107.oo por concepto de cesantías definitivas, las cuales se pagarían por parte de la FIDUPREVISORA a favor del Banco AV VILLAS, habida cuenta del crédito por libranza que había adquirido y donde dichos valores avalaban tal deuda. No obstante y como quiera que la accionante demostró que había cancelado el crédito ante la entidad bancaria y consignado nuevamente a favor de la  FIDUPREVISORA el cheque que para tal efecto se había expedido en beneficio del  banco AV VILLAS, la Secretaría de Educación expidió la resolución 5135 de agosto 28 de 2017
, por medio de la cual le reconoció tal prestación y dispuso que dicho valor le fuera cancelado a la hoy accionante, mismo que a la fecha no ha sido efectivo, habida cuenta de las inconsistencias en la expedición de los pagos, los que según la tutelante han sido dirigidos a favor de la entidad bancaria, por lo cual no ha recibido los valores ordenados.
De la situación puesta en conocimiento por parte de la accionante se observa sin lugar a dudas que han existido demoras en la consolidación de la situación administrativa para el reconocimiento y en especial del pago de sus cesantías definitivas, amén de las circunstancias presentadas frente al beneficiario de dichas sumas, en tanto en principio lo era el banco AV VILLAS y posteriormente la hoy accionante, al haberse puesto a paz y salvo con la obligación financiera contraída.

No obstante, lo que surge claro es que por parte de la Secretaría de Educación y conforme la competencia que le otorgó el artículo 3° del Decreto 2831 de 2005, ya expidió el acto administrativo respectivo, sin que por parte de la FIDUCIARIA se hubiera acatado al mismo, por lo que en efecto, como así lo señaló la juez de primer nivel, la tutela no era la llamada a buscar la protección de los derechos presuntamente vulnerados, máxime cuando éstos son de índole netamente económico, en tanto la accionante bien podría haber acudido a los mecanismos judiciales que para ello tiene contemplado el ordenamiento legal.

Nos referimos concretamente a la acción de cumplimiento, consagrada en la Ley 393 de 1997, a la cual podrá acudir toda persona para “[…] hacer efectivo el cumplimiento de normas aplicables con fuerza material de Ley o Actos Administrativos”, cuyo conocimiento está en cabeza de los jueces administrativos, siendo un trámite preferencial y sumario al que bien podía haber acudido la accionante, pero contrario a ello prefirió la acción constitucional, en contravía del principio de subsidiariedad que la rige.

Tampoco se aprecia, como bien lo indicó la a quo, que nos encontremos ante la comisión de un perjuicio irremediable, ni mucho menos que con el no pago de las cesantías se afecte el mínimo vital de la accionante, frente a lo cual ningún medio de prueba, así fuera de manera sumaria, se arrimó a la actuación.

Acerca de esa situación, como es sabido, no basta la mera manifestaciones del profesional del derecho que asiste los intereses de la señora PÉREZ RENDÓN, en el sentido que se le ocasionó un perjuicio a la misma por haber incurrido en deudas para suplir la no cancelación de cesantías o que vive en una casa en arriendo y que es ella la encargada de velar por el sostenimiento de su señora madre, para considerar que se trata de circunstancias suficientes para ubicarla en una condición de debilidad manifiesta o en sujeto de especial protección constitucional.

Véase que la señora ÁNGELA LICETH PÉREZ RENDÓN cuenta apenas con 38 años de edad, que pese a tener un trabajo estable en la Secretaría de Educación de Pereira como docente, decidió motu proprio renunciar desde febrero 05 de 2014, es decir, hace algo más de cuatro años, y ello implica que al menos ha tenido otros recursos o medios para lograr su congrua subsistencia y la de su señora madre. Así mismo y aunque adelantó los trámites para el pago de sus cesantías, que le fuera reconocido en el año 2016, decidió cancelar con sus propios recursos la deuda que tenía en la entidad bancaria y las sumas que ahora exige, que aunque en efecto le pertenecen, son para ser utilizados como parte de la cuota inicial para adquirir una vivienda, sin que se evidencie que estos se constituyan como su única fuente de recursos económicos, con los cuales se le permita sufragar sus necesidades básicas, personales y de su ascendiente, y por ende ninguna afectación al mínimo vital se ha producido, como tampoco se le ha ocasionado un perjuicio irremediable a la accionante ante la tardanza de la FIDUPREVISORA en el pago de las cesantías definitivas que le fueron debidamente reconocidas, al contar, como ya se indicó, con otro mecanismo de defensa judicial para su reclamación.

Igualmente, y ante la mora en el pago de las cesantías, puede sobrevenir para la entidad la obligación de reconocer y sufragar de sus propios recursos una sanción moratoria, consistente en un día de salario por cada día de retardo, hasta tanto se haga efectiva su entrega. Para lo cual solo se hace necesario que la afectada acredite la no cancelación dentro del término previsto en las disposiciones legales, como así lo establece la Ley 244/95.

Como vemos, no es la acción constitucional la llamada a intervenir en el presente asunto, en tanto existen otras vías por las cuales la señora puede reclamar la protección de sus derechos fundamentales. En ese sentido, no le queda alternativa diferente a esta Sala que la de acompañar la decisión proferida por la funcionaria de primer nivel.
6.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira (Rda.).

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ
� Ver sentencias T-762-08, T-376-07, T-607-07, T-652-07, T-529-07, T-935-06 y T-229-06, entre otras.  


� Ibídem. 


� Cfr. sentencias T-881 de 2010 y T-871 de 2011.


� Sentencia T-053 de 2014.


� Concepto replicado en las sentencias T-698 de 2009, T-686 de 2010 y T-1007 de 2012, entre otras.


� Ver folio 24.


� Ver folio 24.
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